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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto 

1. La presente Ley tiene por objeto la regulación del ejercicio y oferta de la Mediación, para gestionar la resolución de conflictos de derecho dispositivo y en los que es competente la CCAA de la Región de Murcia, cuando de manera voluntaria los involucrados deseen acudir a un tercero imparcial para que propicie un espacio y tiempo en el que puedan comunicarse de manera respetuosa para llegar a acuerdos que permitan prevenir el inicio de procedimientos judiciales, finalizar los ya iniciados o reducir su alcance seguros de que están protegidos por la confidencialidad. 

Artículo 2. Ámbito de Aplicación 

1. El ámbito de aplicación de esta Ley es territorial y afecta a las actuaciones profesionales de Mediación  que se desarrollen total o parcialmente en el ámbito de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia con la participación de personas y entidades, públicas o privadas, inscritos en el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación del Ministerio de Justicia acreditadas para actuar en materias que sean legalmente disponibles para los participantes o que, en su caso, sean susceptibles de ser sugeridas u homologadas judicialmente. 

2. La presente Ley es de aplicación a los conflictos que se generen en los ámbitos escolares, comunitarios, sanitarios, medioambientales,  familiares en los que la Ley Estatal permite a los intervinientes tomar decisiones y en especial aquellos en los que la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia tiene atribuidas las competencias en virtud de la Ley Orgánica 4/1982 del 9 de junio del 982, siempre que no entre en contradicción con leyes estatales y cuyo procedimiento puede ser adaptado a situaciones concretas de forma alternativa o complementaria a otros sistemas de solución de conflictos. 

3. Para el caso de los conflictos escolares, el Procedimiento de Mediación será ofrecido de forma complementaria al régimen disciplinario previsto en la legislación de este ámbito.
4. La presente Ley será igualmente aplicable a los supuestos de Mediación Familiar internacional, cuando uno de los participantes esté empadronado o tenga su residencia habitual en la Región de Murcia, sin perjuicio de lo establecido en los convenios internacionales ratificados por España y en las normas estatales sobre esta materia.

5. La administración autonómica y local velará porque todos los centros educativos, sanitarios, ayuntamientos y en general las instituciones públicas con 500 usuarios o más, cuenten con los servicios de por lo menos un profesional de la Mediación inscrito en el Registro del Ministerio de Justicia.

6. La Mediación es un servicio transversal que estará presente en todos los organismos e instancias de la administración pública y privada de la Comunidad Autónoma de la región de Murcia y para lo cual mediante Reglamento se establecerán criterios y organismos de coordinación y articulación interinstitucional y multidisciplinar.

Artículo 3. Legitimación 

Están legitimadas para instar el Procedimiento de Mediación que regula la presente Ley las personas involucradas afectadas en todo tipo de conflictos en los que la legislación nacional permite llegar a acuerdos y que no sea causa de abstención por parte de la persona mediadora. 
Artículo 4. Definiciones 

A efectos de la presente Ley, se entiende por: 

1.    Conflicto: Situaciones en las que los intereses de dos o más personas parecen ser incompatibles como resultado de un posicionamiento diferente en el desarrollo de las relaciones. 

2.    Mediación: Procedimiento de gestión constructiva y colaborativa de conflictos en el cual los participantes, mediante la intervención aceptada voluntariamente de un tercero imparcial y cualificado, aíslan los problemas en disputa para encontrar opciones, considerar alternativas y, si es su deseo, llegar a un acuerdo que se ajuste a sus intereses mediante la autodeterminación, la comunicación y el crecimiento personal. 
Artículo 5. Principios de la Mediación

Esta Ley se inspira en los siguientes principios esenciales: 

1. Voluntariedad. La Mediación es una institución basada en la autonomía de la voluntad. Los participantes pueden acogerse o no a la Mediación y desistir en cualquier momento sin necesidad de alegar causa alguna. La persona mediadora puede dar el procedimiento por concluido cuando perciba falta de colaboración o se violen las condiciones preestablecidas o constata que es inútil continuar. 

2. Imparcialidad. La persona mediadora respetará las posiciones de los participantes y preservará su igualdad y equilibrio en la negociación. El mediador tiene el deber de acompañarles sin imponer sus planteamientos ni parcializarse. En los casos de afinidad el mediador declinará antes de iniciar el proceso. 

3. Confidencialidad. Los participantes mantendrán el secreto de todo lo actuado en el procedimiento de Mediación y se abstendrán de revelar información, documentos y los acuerdos allí ventilados y nunca podrán presentar a la persona mediadora como testigo en proceso judicial alguno. La persona mediadora no podrá ser perito en los casos que haya mediado. Lo que se trate en una sesión no podrá utilizarse ante un tribunal. 

4. Buena Fe. Los participantes en el procedimiento de Mediación actuarán conforme a las exigencias de la buena fe. La acreditación de la ausencia de buena fe de los participantes producirá los efectos que le son propios en el ámbito de la libertad de los pactos. La ausencia de buena fe en la persona mediadora dará lugar a la correspondiente sanción. 

5. Profesionalidad. La persona mediadora debe estar cualificada con formación específica teórica y práctica, suficiente para abordar o intervenir en el caso concreto. 

6. Flexibilidad y Antiformalismo. La Mediación se ha de desarrollar sin sujeción a procedimiento reglado alguno, dado el carácter voluntario de la misma, a excepción de los requisitos mínimos' establecidos en esta Ley. 

7. Colaboración de los Participantes. Los participantes tendrán que manifestar y mantener su compromiso de respeto a las actuaciones promovidas por la persona mediadora, mostrando una posición, de colaboración y apoyo permanente a sus funciones y cooperando en la búsqueda de alternativas y acuerdos que permitan la gestión más eficaz del conflicto. 

Artículo 6. Otros Principios que Informan la Mediación  

1. Igualdad de los participantes en los procedimientos de Mediación. 

2. Consideración especial de los intereses de los menores, las personas con la capacidad modificada judicialmente y personas mayores dependientes. 

3. Competencia profesional y ética de la persona mediadora. 

4. Intervención cooperativa fundamentada en la comunicación y el respeto. 

5. Reserva de los participantes, en el sentido de que igualmente éstas se obligan a guardar reserva de los datos, hechos o documentos de los que hayan tenido conocimiento en el curso de la Mediación. 

6. El poder lo ejercen los participantes, son ellas las que controlan el procedimiento y las decisiones. 

7. La no violencia y la posibilidad de llegar a un acuerdo escrito siempre que lo deseen y sea posible.  

Artículo 7. Carácter presencial, personal e inmediación 

1. Las personas en conflicto tienen el deber de asistir en persona a las reuniones de Mediación; es decir, no pueden valerse de representantes o intermediarios, excepto para los casos de menores infractores en cuyo caso los padres o tutores también asisten como sus representantes legales. Las personas interesadas podrán proponer la presencia de otras personas en calidad de consultoras, que deberán ser aceptadas por todos los participantes, quienes también deberán firmar un compromiso de confidencialidad. Estas últimas estarán sujetas también a los principios de la Mediación y no podrán actuar profesionalmente en caso de litigio entre ellas.

 2. Lo anterior no obsta a que, si las circunstancias así lo requieren y de forma excepcional, puedan utilizarse medios electrónicos en alguna de las reuniones de Mediación, siempre que quede garantizada la identidad del mediador y de los participantes. La presencia física de los participantes deberá producirse, en todo caso, en el momento de la firma de los acuerdos adoptados. 

Artículo 8. Derechos de los Participantes en el Procedimiento de Mediación 

1. Serán considerados participantes en el Procedimiento de Mediación regulados en la presente Ley las personas que planteen cualquiera de los conflictos susceptibles de ser trabajados en Mediación, y que estén legitimadas para hacerlo. 
2. Los participantes dispondrán, en el ámbito de la presente Ley, de los siguientes derechos: 

a. Solicitar a la persona encargada del Registro de Mediadores información de los mediadores inscritos y de los equipos y entidades existentes. 

b. Iniciar de común acuerdo un procedimiento de Mediación conforme a lo dispuesto en la presente Ley, así como desistir individualmente del mismo en cualquier momento. 

c. Tener garantizado el derecho al secreto profesional y a la confidencialidad en los términos establecidos legalmente.
d. Conocer con carácter previo a la Mediación el coste de la misma y las características y finalidad del procedimiento. 

e. Recibir, en su caso, la prestación del servicio de Mediación de forma gratuita siempre que reúna los requisitos económicos. 

f. Salvo los supuestos de Mediación gratuita, elegir de común acuerdo una de las personas mediadoras inscritas en el Registro. Para el caso de no conformidad con las actuaciones de la persona mediadora elegida inicialmente, seleccionar otra de común acuerdo. 

g. Recibir de la persona mediadora una copia de Acta Constitutiva de Mediación, los justificantes de celebración de las sesiones y del acta de la sesión final, así como del acuerdo alcanzado. 

h. Presentar queja o reclamación por prestación inadecuada, insatisfacción o incumplimiento de los derechos que le asisten según la normativa vigente. 

k. Cualquier otro derecho establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. 

Artículo 9. Deberes de los Participantes en Procedimiento de Mediación 

Los participantes en un Procedimiento de Mediación tendrán los siguientes deberes: 

a)    Aceptar las disposiciones de la presente Ley y sus tarifas para los casos en que no tengan derecho a la Mediación gratuita. 

b)   Firmar el Acta Constitutiva de Mediación, las actas de las sesiones y el acuerdo, si lo hay. 

c)  Si existiera un proceso judicial abierto, tras la sesión informativa, se comprometerán a la suspensión del proceso judicial para el caso de que fuera necesario.

d)  Los participantes pueden elegir a la persona o Institución de Mediación de entre las inscritas en el Registro de Mediadores del Ministerio de Justicia de común acuerdo o a solicitud de una con la aceptación de la otra o aceptarán la que les sea asignada por Dirección General de Mediación. 
e)  Cumplir las condiciones de la Mediación. 

f)  Aportar la información necesaria y mostrar predisposición para el trabajo conjunto en la búsqueda de acuerdo, actuando de buena fe. 

g)    Respetar el interés superior de los menores y de las personas con discapacidad y mayores dependientes. 

h)   Asistir personalmente a las sesiones de Mediación sin representantes ni intermediarios, salvo los casos de Mediación con adolescentes infractores en cuyo caso pueden asistir los representantes legales. 

i)     Satisfacer los honorarios y gastos de la persona mediadora, excepto para los supuestos de reconocimiento de la Mediación gratuita.

j)      Mantener su compromiso de respeto a las actuaciones promovidas por la persona mediadora, manteniendo una posición de colaboración y apoyo permanente a sus funciones. 

k)    No solicitar que la persona mediadora sea llamada a declarar como perito ni como testigo en cualquier proceso judicial relacionado con el conflicto objeto de la Mediación practicada. 

l)     Tratar con la debida consideración al profesional de la Mediación. 

m)  Mantener una actitud colaborativa y valorar las propuestas recibidas y proponer contrapropuestas, en su caso, con la finalidad de obtener acuerdos. 

n)   Cumplir con todos los acuerdos aceptados en la Mediación. 

o)    Cualquier otro establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. 
CAPITULO II

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA MEDIACIÓN 

Artículo 10. Dirección General de Mediación

Se crea la Dirección General de Mediación adscrita a la Consejería de Presidencia, que trabajará en coordinación con un Consejo Regional de Mediación, y que tendrá entre sus funciones:

1. Garantizar, en      colaboración con el resto de las administraciones públicas de la Región de      Murcia y en el ámbito de sus competencias, acceso de todos los ciudadanos y ciudadanas a      los servicios de Mediación en igualdad de condiciones. Así mismo, fomentará la existencia de      programas de iniciativa social relacionados con la materia, para      completar las actuaciones previstas por los servicios públicos.

2. Supervisar la      calidad de las actuaciones de los servicios de Mediación y de las      personas que presten sus servicios en el ámbito territorial de la Región      de Murcia.

3. Gestionará el      Registro de Personas Mediadoras y de Instituciones de Mediación supervisando su continua actualización, para la Mediación gratuita.

4. Planificará,      regulará, coordinará y ordenará las actuaciones existentes, para      garantizar la adecuación a las necesidades de la      ciudadanía.

5. Realizará todas      las actuaciones necesarias para el desarrollo de la Mediación y      el cumplimiento de los objetivos establecidos en la presente Ley.

6. Gestionará las      quejas interpuestas por las personas mediadoras o los participantes en Mediación, mediante el procedimiento que se establezca al efecto, a través de Reglamento. 
7. Elaborará un      estudio anual estadístico relativo a las inscripciones, anotaciones y      cancelaciones producidas en el Registro de Personas Mediadoras e Instituciones de Mediación. 

8. Velará porque los profesionales e instituciones de Mediación reúnan los requisitos establecidos para el ejercicio de la Mediación en la Legislación estatal y que estén disponibles en todas las dependencias de la administración.  
Artículo 11. Consejo Regional de la Mediación 

Con el fin de facilitar el asesoramiento, coordinación y colaboración en materia de Mediación, se crea el Consejo Regional de la Mediación, adscrito a la Dirección Regional de Mediación.

2.   El Consejo estará compuesto por representantes de las administraciones públicas, colegios profesionales, asociaciones, instituciones de Mediación, universidades y organizaciones representativas del ámbito de la Mediación.
3.     Tendrá las siguientes funciones:

a)  Asesorar a la Administración en lo relativo a Mediación para lo cual emitirá informes preceptivos previos, en el plazo de quince días hábiles desde que se le requiera, en relación con las normas reglamentarias que se dicten en desarrollo de esta Ley y de toda actuación y consulta que le sea requerida por la DIGEMEDIACIÓN.

b) Apoyar y asesorar a la DIGEMEDIACIÓN en el desarrollo de sus funciones. 

b) Elaborará una memoria anual de sus actividades, así como de la situación de la Mediación en la Región de Murcia.

Artículo 12. Régimen Jurídico 
Los actos administrativos emitidos son recurribles en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los ha dictado. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá ante la Consejería de Presidencia en los supuestos regulados en la legislación de procedimiento administrativo. Es procedente, además, el Recurso Contencioso Administrativo según lo que establece la Ley 30/92 o la Ley 39/15 y 40/15.
CAPITULO III                                                                                                                               ESTATUTO DEL MEDIADOR, EQUIPOS, ENTIDADES DE PERSONAS MEDIADORAS Y REGISTRO DE MEDIADORES 

Artículo 13. Condiciones para ejercer de mediador 

1. Pueden ser mediadores las personas naturales que se hallen en pleno ejercicio de sus derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos en el ejercicio de su profesión.

Las personas jurídicas que se dediquen a la Mediación, sean sociedades profesionales o cualquier otra prevista por el ordenamiento jurídico, deberán designar para su ejercicio a una persona natural que reúna los requisitos previstos en esta Ley.

2. El mediador deberá estar en posesión de título oficial universitario o de formación profesional superior y contar con formación específica para ejercer la Mediación, que se adquirirá mediante la realización de uno o varios cursos específicos impartidos por instituciones debidamente acreditadas, que tendrán validez para el ejercicio de la actividad mediadora en cualquier parte del territorio nacional, conforme se establece en el Real Decreto 980/2013, de 13 de diciembre y la Ley 5/2012, de 6 de julio, de Mediación Civil y Mercantil. 

3. Deberán estar inscritos en el Registro de Mediadores del Ministerio de Justicia que le habilite para el ejercicio profesional en todo el territorio nacional.

Artículo 14. Deberes de la Persona Mediadora 

La persona mediadora estará obligada a: 

1)    Estar inscrito en el Registro de Mediadores del Ministerio de Justicia y acreditar la formación continua. 

2)    Garantizar la igualdad y el equilibrio de los participantes.
3)    No intervenir, en defensa de los intereses personales de cualquiera de los intervinientes, con posterioridad a una Mediación intentada sin efecto, o con acuerdo, ni aún como testigo, salvo autorización expresa. Así como mantener secreto profesional respecto de los hechos conocidos.

4)    Respetar los principios esenciales de la Mediación y los deberes inherentes a ellos. 

5)    Velar por la protección de las personas menores de edad, incapaces o mayores dependientes cuyos intereses se encuentren afectados por la Mediación 

 8)   En los casos en que se haya iniciado la Mediación por indicación judicial, o exista suspensión de actuaciones, la persona mediadora informará si se ha alcanzado algún acuerdo o no, en el plazo de 5 días desde su finalización. 

10) No realizar posteriormente con cualquiera de los participantes y respecto a los acuerdos alcanzados en Mediación funciones atribuidas a profesiones distintas a la Mediación, salvo que todos estén de acuerdo y otorguen su consentimiento por escrito y el mediador disponga de la correspondiente habilitación profesional para ello. 

16) Ser imparcial, ayudando a lograr acuerdos sin imponer ni tomar parte por una solución o medida concreta, no pudiendo tener designio anticipado o prevención a favor o en contra de alguna de las partes. 

18) Mantener la lealtad en el desempeño de sus funciones y con relación a los intervinientes. 

22) Entregar a los participantes para su firma, antes de iniciar la actividad mediadora, el Acta de la Sesión Constitutiva. Una vez firmado, facilitarles un duplicado del mismo. 

23) Promover que los intervinientes tengan en cuenta la protección de los intereses de los menores, de las personas con discapacidad y los mayores dependientes, así como el bienestar de los mismos en general. 

24) Informar a los participantes de la posibilidad y conveniencia de asesorarse jurídicamente para decidir válidamente y en términos que se amparen sus respectivos derechos sobre aquellas cuestiones cuya regulación legal requiera previa y suficiente información especializada. 

26) Cualquier otro establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. 

Artículo 15. Derechos de la Persona Mediadora 

1. La persona mediadora gozará de los siguientes derechos: 

1)    Ser elegido como mediador en igualdad de condiciones y participación que el resto de sus compañeros, siempre que reúna los requisitos establecidos. 

2)    Participar en los procedimientos de Mediación en los que sea solicitado.

3)    Recibir de los participantes una información veraz y completa. 

5)    Percibir una compensación económica u honorarios, así como al reintegro de los gastos que la Mediación le cause. 

6)    Renunciar a alguna Mediación solicitada, no iniciando la misma o finalizando alguna ya iniciada, en ambos casos mediante escrito motivado justificativo de las causas. 

7)    Dar por finalizado el Procedimiento de Mediación si aprecia voluntad de no alcanzar acuerdo, incapacidad manifiesta para lograrlo, una falta de la necesaria colaboración para el desarrollo del procedimiento o, en general, si entiende concurre cualquier otra circunstancia que, a su juicio, haga inútil continuar el procedimiento. 

8)    Ser sustituida por otra persona mediadora inscrita en el Registro. En estos casos, el mediador que sustituye actúa hasta la terminación del procedimiento. 

9)    Actuar con libertad e independencia en el ejercicio de su actividad profesional. 

11) Cualesquiera otros derechos reconocidos en esta Ley o en las disposiciones dictadas en su desarrollo. 

Artículo 16. Equipos de Personas Mediadoras 

1. Las personas mediadoras podrán agruparse entre sí, a través de las fórmulas que estimen más convenientes, para formar equipos, con el fin de fomentar la colaboración interdisciplinar entre los profesionales, sin perjuicio de la necesaria actuación individual de éstos en cada procedimiento concreto de Mediación. 

2. Para poder constituir un equipo de personas mediadoras será requisito imprescindible que al menos tres de las personas integrantes del equipo tengan titulaciones distintas, y deberán estar previamente inscritas individualmente en el Registro de Mediadores del Ministerio de Justicia.  

3. A excepción de la persona mediadora interviniente en el procedimiento concreto de Mediación, los otros integrantes de estos equipos no tendrán ningún tipo de relación con los participantes, prestando únicamente apoyo, si es preciso, al profesional mediador interviniente. Los miembros de cada equipo que presten apoyo a la persona mediadora designada no podrán exigir a los participantes percepción económica alguna. 

Artículo 17. Instituciones de Mediación

1. Serán Instituciones de Mediación las creadas por organismos públicas y privados, inscritos en el Registro de Entidades de Mediación del Ministerio de Justicia.
2. En todo caso, las personas jurídico privadas habrán de incluir en su objeto social el desempeño de la Mediación. 

Artículo 18. Registro de las Personas, Equipos y Entidades Mediadoras de la Región de Murcia 

1. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, la consejería competente creará el Registro de Mediadores, en donde se inscribirán las personas físicas y jurídicas que reúnan los requisitos de capacidad y aptitud para el desempeño de esta función, en los términos expresados en la presente Ley y que así lo soliciten.

2. Su organización, estructura y funcionamiento, así como el procedimiento de inscripción, autorización y las causas de cancelación y el régimen de acceso y publicidad de su contenido deberán ser desarrollados reglamentariamente dentro del plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

3. La DIGEMEDIACIÓN dispondrá de un Registro de personas, equipos e Instituciones de Mediación, que tendrá un carácter administrativo e informativo.  Previo a la inscripción en el referido registro será necesario acreditar la inscripción en el Registro del Ministerio de Justicia que podrá comprobarse telemáticamente por parte del encargado regional del Registro.

4. Las solicitudes de inscripción en el Registro se dirigirán a la persona encargada del mismo y podrán presentarse en cualquiera de los lugares previstos en el artículo 38.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, acompañadas de documentación original o compulsada exigidos por el Reglamento que desarrolle esta Ley, así como, en su caso, de un documento original o compulsado firmado por todas las personas que deseen inscribirse formando parte de un equipo. En el caso de que fuera necesario solicitar cualquier tipo de información o documentación complementaria, se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

5. Las resoluciones de inscripción se dictarán y notificarán por la persona encargada del Registro, en el plazo que reglamentariamente se establezca, sin que en ningún caso pueda ser inferior a un mes contado desde el día siguiente al de la fecha de entrada de la solicitud en el Registro. En caso de falta de resolución expresa se entenderá desestimada la solicitud. 

6. Las resoluciones de la persona encargada del Registro inadmitiendo, concediendo o denegando las solicitudes de inscripción, podrán ser recurridas conforme a lo establecido en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

7. Las inscripciones del Registro tendrá una vigencia inicial de cinco años, pudiéndose renovar por los mismos períodos con una antelación de tres meses a la finalización de cada periodo de vigencia. 
8. Cualquier persona mayor de edad o emancipada podrá solicitar a la persona encargada del Registro una lista de las personas mediadoras, de los equipos inscritos de los que formen parte y de las instituciones de Mediación. 
9. Las sanciones firmes se consignarán en el Registro. 

Artículo 19. Abstención y Recusación 

1. Salvo acuerdo de los participantes, la persona mediadora deberá declinar su intervención, en el plazo de cinco días desde la comunicación de su designación, en el supuesto en que se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias: 

1) Tener vínculo de parentesco por consanguinidad, adopción o afinidad hasta el cuarto grado con alguno de las participantes en la Mediación, con sus asesores, representantes legales o mandatarios, salvo que todos los participantes, teniendo conocimiento de la existencia de la causa de abstención, estén de acuerdo en elegir a la persona incursa en dicha causa de abstención como mediadora y lo manifiesten por escrito a la persona mediadora. 

2) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas citadas en el apartado anterior, salvo que todos los intervinientes, teniendo conocimiento de la existencia de la causa de abstención, estén de acuerdo en elegir a la persona incursa en dicha causa de abstención como mediadora y lo manifiesten por escrito a la persona mediadora. 

3)  Haber intervenido como perito o testigo en procesos judiciales en los que los participantes tuvieran intereses diversos. 

4)  Tener relación de servicio con alguno de los intervinientes en la Mediación o haberles prestado o haber recibido de ellos servicios profesionales derivados de la titulación universitaria que dio lugar a la adquisición de la condición de mediador. Se excluye de lo dispuesto en este apartado la prestación de servicios de mediación en el ámbito de la presente norma o el hecho de que todos los participantes, teniendo conocimiento de la existencia de la causa de abstención, estén de acuerdo en elegir a la persona incursa en dicha causa de abstención como mediadora y lo manifiesten por escrito a la persona mediadora. 

5) Tener interés personal en el asunto objeto de Mediación o estar afectado directamente. 

2. Si concurre cualquiera de las circunstancias señaladas y la persona mediadora no declina su intervención en el procedimiento de Mediación, cualquiera de los participantes podrá en el plazo de 5 días desde que tiene conocimiento de la aceptación por parte del mediador y de la causa de abstención, recusar su nombramiento mediante escrito motivado donde haga constar las causas de la recusación.
Artículo 20. De la Confidencialidad y sus Excepciones 

1. El procedimiento de Mediación y la documentación utilizada en el mismo es confidencial. La obligación de confidencialidad se extiende al mediador, que quedará protegido por el secreto profesional, a las instituciones de Mediación y a los intervinientes de modo que no podrán revelar la información que hubieran podido obtener derivada del procedimiento.

2. La confidencialidad de la Mediación y de su contenido impide que los mediadores o las personas que participen en el procedimiento de Mediación estén obligados a declarar o aportar documentación en un proceso judicial o en un arbitraje sobre la información derivada de un procedimiento de Mediación o relacionada con el mismo, excepto:

a) Cuando los participantes de manera expresa y por escrito les dispensen del deber de confidencialidad.                                                                                                                                       b) Cuando, mediante resolución judicial motivada, sea solicitada por los jueces del orden jurisdiccional penal. 
3. La infracción del deber de confidencialidad generará responsabilidad en los términos previstos en el ordenamiento jurídico.

3. La consulta de los datos que no sean personalizados para fines estadísticos, formativos o de investigación. Se considera información no personalizada aquélla que no pueda asociarse a una persona identificada o identificable. 

4. La persona mediadora comunicará a la Dirección General de Mediación de la Región de Murcia, los datos de cada Mediación a efectos estadísticos, respetando la confidencialidad y el anonimato.  

5. Cuando en el transcurso de la Mediación surgieran indicios de comportamientos que supongan una amenaza para la vida o integridad física o psíquica de alguna de las personas involucradas, o se tenga conocimiento de un hecho delictivo, los mismos se pondrán inmediatamente en conocimiento de la autoridad judicial o del Ministerio Fiscal. 

Artículo 21. Obligaciones de las Instituciones de Mediación 

1. Las instituciones de Mediación reconocidas de acuerdo con los requisitos que exige esta Ley, tienen las siguientes obligaciones:

a. Deberán inscribirse en el Registro de la DIGEMEDIACIÓN haciendo constar su composición, así como las altas y bajas que se produzcan. 

b. Garantizar que sus mediadores cumplen con los requisitos legislativos para el ejercicio de sus funciones. 

c. Remitir a la DIGEMEDIACIÓN una memoria anual de las actividades llevadas a cabo.

c. Disponer de un libro de registro de las personas mediadoras que presten servicios en su entidad. También deben cumplimentarlo y actualizarlo correctamente. 

e. Publicar los precios orientativos correspondientes a la actividad mediadora. 

f. Disponer de un libro de registro de los usuarios del servicio, que debe ser confidencial. También tienen la obligación de cumplimentarlo y actualizarlo correctamente.

 

CAPITULO IV

PROCEDIMIENTO Y CONTRAPRESTACIÓN

Artículo 22. Procedimiento 

El Procedimiento de Mediación se regirá por las normas previstas en el presente Capítulo y lo no previsto se regulará mediante Reglamento. No obstante, los participantes y la persona mediadora podrán establecer de mutuo acuerdo el desarrollo del procedimiento en su totalidad o en alguna parte del mismo. 

Artículo 23. Designación o Elección de la Persona Mediadora 

1. Para el inicio de la Mediación, todos los participantes habrán de estar de acuerdo en el profesional de la Mediación que les acompañará y que se puede nombrar:
a)    Mediante designación de la DIGEMEDIACIÓN de entre los mediadores del turno de oficio inscritos en el Registro de Mediadores cuando, previa solicitud escrita, se determine que las personas solicitantes son merecedoras del beneficio de la Mediación gratuita. 

b) Para los casos en que los solicitantes de Mediación no tengan derecho a la Mediación gratuita, la DIGEMEDIACIÓN también seguirá un riguroso orden en la designación o pondrá a disposición de los interesados el registro de mediadores, para que puedan elegir libremente un mediador o institución de Mediación que designará al profesional.

Ambos listados serán actualizados la primera semana de enero de cada año, previa solicitud de los profesionales e instituciones de Mediación que lo deseen.  

c)    Con independencia de los supuestos previstos para la gratuidad de la Mediación, los usuarios interesados en iniciar un procedimiento de Mediación deberán instarlo ante cualquiera de las personas o entidades mediadoras inscritas en el Registro de Mediadores. A estos efectos podrán solicitar a la persona encargada del Registro que les facilite información de las personas mediadoras y de los equipos o instituciones inscritos. Los usuarios deberán ponerse directamente en contacto con el correspondiente mediador o entidad, cuando no gocen del beneficio de la gratuidad. 
Artículo 24. Inicio del Procedimiento 

1. La Mediación es una metodología basada en la autonomía de la voluntad, en la medida en que son los participantes quienes tienen que demandar, por libre iniciativa, la actuación de una persona mediadora, pudiendo, una vez iniciada la actuación mediadora, manifestar en cualquier momento el desistimiento a la Mediación requerida 

2. La Mediación podrá promoverse y concertarse antes de la iniciación de las actuaciones judiciales o durante el desarrollo de las mismas, con conocimiento del Juez en este último supuesto, en cuyo caso se estará a lo que resulte de la legislación procesal estatal. 

3. El Procedimiento de Mediación podrá iniciarse:

a) De común acuerdo entre los participantes. En este caso la solicitud incluirá la designación del mediador o la institución de Mediación en la que llevarán a cabo la Mediación, así como el acuerdo sobre el lugar en el que se desarrollarán las sesiones y la lengua o lenguas de las actuaciones.                                                                                                                                              b) Por uno de los participantes en cumplimiento de un pacto de sometimiento a Mediación existente entre aquéllas. 
4. Para los casos en que no se goce del derecho a la Mediación gratuita, la solicitud se formulará ante las instituciones de Mediación o ante el mediador propuesto por una de las personas interesadas o ya designado por ellas.

5. Cuando de manera voluntaria se inicie un Procedimiento de Mediación estando en curso un Proceso Judicial, los participantes de común acuerdo podrán solicitar su suspensión de conformidad con lo dispuesto en la legislación procesal.

6. La Mediación podrá ser desarrollada en modalidad de comediación con la participación de más de un profesional para lo cual uno asume las funciones de mediador designado y el resto como equipo de apoyo que deberá ser aceptado por los participantes. Los comediadores reunirán los mismos requisitos y asumirán las mismas responsabilidades.

7. Los juzgados y tribunales podrán proponer la asistencia a una sesión informativa para valorar la posibilidad iniciar un Procedimiento de Mediación para lo cual los participantes podrán solicitar la suspensión del proceso judicial conforme lo establece la ley estatal, cuando fuera necesario.

8. Para la Mediación en conflictos judicializados, la primera entrevista informativa y el Procedimiento de Mediación, cuando los participantes así lo acuerden, se desarrollarán en coordinación con la Nueva Oficina Judicial que crea la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

9. Para los casos en que los participantes reúnan las condiciones para ser merecedores de la justicia gratuita, el procedimiento será cubierto íntegramente por la administración, en caso contrario, los participantes habrán de cubrir los gastos a partes iguales.

10. Las dependencias de la administración tendrán a disposición de los usuarios los registros actualizados de los mediadores e Instituciones de Mediación a los que puedan acudir los interesados, así como información sobre el procedimiento y forma de acceder al mismo.

Artículo 25. Primera Reunión Informativa

1. Una vez instada la Mediación, se convocará a los participantes a una primera reunión de carácter informativo, para que conozcan a los profesionales, las características del Procedimiento, valorar la pertinencia o no de la Mediación y tratará, al menos, los siguientes aspectos: 

a)    El alcance, finalidad y características de la Mediación. 

b)    Los principios de la Mediación y las obligaciones y derechos del mediado y los participantes. 

c)    El alcance de la obligación de confidencialidad. 

d)    La metodología que se va a seguir en la Mediación. 

e)    El deber para el mediador de explicar y prever los tiempos para que los usuarios puedan someter a un Letrado la redacción de los acuerdos finales. En el caso de que en la actuación de Mediación se acordara en algún momento la renuncia de alguna de los participantes a un derecho legalmente reconocido, deberá contarse igualmente con asistencia de Letrado. 

f)     La garantía plena de sus derechos procesales. 

g)    Las condiciones de acceso a la Mediación gratuita, cuando proceda, o de la compensación económica u honorarios profesionales que implique la Mediación y formas de pago. 

h)   Del carácter voluntario del procedimiento para los participantes, lo que comporta la posibilidad para cualquiera de ellas de darlo por finalizado en cualquier momento. 

i)     Del derecho que asiste al mediador de dar por terminado el procedimiento si concurren las causas de abstención o aprecia falta de voluntad o incapacidad manifiesta para alcanzar acuerdos o a su juicio sea inútil iniciar el procedimiento. 

 j)      De la duración estimada del procedimiento, atendidas las circunstancias del caso. 

k)    De la necesidad de que los participantes asistan personalmente a las sesiones de Mediación. 

l)     De la posibilidad que asiste a los participantes de recabar la asesoría jurídica de un abogado. 

m)  De la obligación que contraen los participantes de no proponer a la persona mediadora como testigo o como perito en un eventual proceso judicial que tenga por objeto el mismo conflicto sometido a Mediación, sin perjuicio de lo establecido en las normas procesales.  

2. Los participantes expondrán los motivos que les llevan a valorar la posibilidad de Mediación para determinar la extensión de las materias sobre las que pretenden llegar a un acuerdo. 
3. En caso de inasistencia injustificada de cualquiera de los posibles participantes a la sesión informativa se entenderá que desisten de la Mediación solicitada. La información de quienes no asistieron a esta sesión no será confidencial.
4. Si por los presupuestos de partida no se cree viable la Mediación, ésta no se iniciaría.  La persona mediadora, en el plazo de 5 días comunicará a los usuarios, a la DIGEMEDIACIÓN, en los casos de gratuidad, y a la autoridad judicial si es el caso. También podrá la persona mediadora proponer una segunda reunión para valorar la pertinencia o no de iniciar un procedimiento o su deseo de continuar. 

Artículo 26. Sesión Constitutiva

1. El Procedimiento de Mediación comenzará mediante una sesión constitutiva en la que los participantes expresarán su deseo de desarrollar la Mediación y dejarán constancia de los siguientes aspectos: La identificación de los participantes; la designación del mediador y, en su caso, de la Institución de Mediación o la aceptación del designado por una de los interesados; el objeto del conflicto que se somete al Procedimiento de Mediación; el programa de actuaciones y duración máxima prevista para el desarrollo del procedimiento, sin perjuicio de su posible modificación; la información del coste de la Mediación o las bases para su determinación, con indicación separada de los honorarios del mediador y de otros posibles gastos; la declaración de aceptación voluntaria por los participantes en la Mediación y de que asumen las obligaciones de ella derivadas y el lugar de celebración y la lengua del procedimiento.

2. De la sesión constitutiva se levantará un acta en la que consten estos aspectos, que será firmada tanto por los participantes como por el mediador o mediadores. En otro caso, dicha acta declarará que la Mediación se ha intentado sin efecto.

Artículo 27. Duración del Procedimiento de Mediación 

1. La duración de la Mediación dependerá de la naturaleza y complejidad de los asuntos a tratar, no pudiendo exceder de tres meses contados desde el día siguiente al de la firma del Acta Constitutiva. En casos excepcionales y debidamente justificados, a juicio de la persona mediadora, la duración podrá ser prorrogada por otros tres meses más, previa notificación a la DIGEMEDIACIÓN, en las mediaciones de oficio, u órgano derivante, cuando proceda. 

2. Mediante Reglamento se determinará el número mínimo de sesiones requeridas para concluir sin acuerdo y el número máximo haya acuerdo o no y se describirán las situaciones que podrán ser consideradas excepcionales. También se habrá de definir vía Reglamento el número de sesiones a cubrir por la DIGEMEDIACIÓN.

Artículo 28. De la Terminación del Procedimiento de Mediación 

1. El Procedimiento de Mediación puede concluir en acuerdo o finalizar sin alcanzar dicho acuerdo, bien sea porque todos o alguno de los participantes ejerzan su derecho a dar por terminadas las actuaciones, comunicándoselo al mediador, bien porque haya transcurrido el plazo máximo acordado para la duración del procedimiento, así como cuando el mediador aprecie de manera justificada que las posiciones son irreconciliables o concurra otra causa que determine su conclusión.

Con la terminación del procedimiento se devolverán a cada participante los documentos que hubiere aportado. Con los documentos que no hubieren de devolverse, se formará un expediente que deberá conservar y custodiar el mediador o, en su caso, la institución de mediación, una vez terminado el procedimiento, por un plazo mínimo de cuatro meses.

2. La renuncia del mediador a continuar el procedimiento o el rechazo de los participantes a su mediador sólo producirá la terminación del procedimiento cuando no se llegue a nombrar un nuevo mediador.

Artículo 29. Acta final de la Mediación 

1. De la sesión final de la Mediación se levantará acta, la cual tendrá, como todo el resto de la información, carácter confidencial. En ella se harán constar si hubo acuerdo, o bien la imposibilidad de alcanzarlo, sin indicar los motivos, salvo cuando existiera obstrucción voluntaria al procedimiento o una falta grave a los principios de la Mediación que pudieran dar lugar a una posible denegación de una posterior gratuidad. 

2. El acta deberá ir firmada por todos los participantes y por el mediador o mediadores y se entregará un ejemplar original a cada una de ellas. En caso de que alguno de los participantes no quisiera firmar el acta, el mediador hará constar en la misma esta circunstancia, entregando un ejemplar a quien si lo desee.

3. Cuando la causa de terminación fuera el acuerdo, la persona mediadora acompañará copia del mismo. Si la causa de la terminación fuera alguna de las otras expresadas en esta Ley, la persona mediadora hará constar que el procedimiento ha terminado, bien por desistimiento de cualquiera de los participantes, bien por decisión suya, bien por transcurso del plazo, o por ser intentada sin efecto. 

4. La persona mediadora se abstendrá de realizar cualquier otra consideración o comentario sobre el comportamiento de las partes a lo largo del procedimiento de Mediación o sobre las razones de su decisión de darlo por terminado o de la falta de acuerdo.

Artículo 30. Documentación de los Acuerdos 

Los participantes podrán compelerse recíprocamente a elevar a escritura pública los acuerdos alcanzados en el Procedimiento de Mediación o a solicitar de forma conjunta su homologación judicial.

Artículo 31. Protección de los Intereses de los Menores de edad, Dependientes o personas con Capacidad Modificada
La persona mediadora velará por la adecuada protección de los intereses personales y patrimoniales de los niños, las niñas, adolescentes, dependientes y personas con capacidad modificada judicialmente, conforme a la Ley de Jurisdicción Voluntaria. A este fin, concederá una tramitación preferente a los procedimientos que les afecten y los acuerdos garantizarán su máxima protección.
 

Artículo 32. Deber de Comunicación 

1.La persona mediadora, una vez levantada el acta final y el acuerdo, si ha habido, y firmados por ella y las partes, deberá comunicar a la DIGEMEDIACIÓN, en el plazo de 5 días, los datos estadísticos de cada Mediación, junto al acta final, respetándose en todo caso la confidencialidad y el anonimato de los usuarios del servicio. 

2. En todo caso, siempre que finalice un Procedimiento de Mediación, con acuerdo o no, la persona mediadora tendrá un plazo de 5 días para informar a la DIGEMEDIACIÓN y a la autoridad judicial, cuando proceda. 

Artículo 33. Procedimiento de Mediación y Procesos Judiciales 

1. Sin perjuicio del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, el Procedimiento de Mediación podrá iniciarse antes del comienzo de un Proceso Judicial, en el curso de éste o una vez concluido por resolución judicial firme. De encontrarse en curso las mismas, se estará a lo que resulte de la legislación procesal estatal. 

2. Si los usuarios acuden al Procedimiento de Mediación una vez iniciado un Proceso Judicial, habrán de acreditar, ante el mediador, personalmente o a través de sus representantes, la suspensión de dicho proceso por mutuo acuerdo. 

Artículo 34. Mediación Gratuita y Coste de la Mediación 

1. El acceso a la Mediación por parte de personas merecedoras del derecho a la justicia gratuita, será gratuito para quienes reúnan los requisitos económicos, por lo que la persona mediadora no podrá percibir bajo ningún concepto retribución alguna de los usuarios derivados desde la DIGEMEDIACIÓN.
2. Los participantes que opten por acudir a la Mediación prestada por los mediadores o entidades privadas o que no gocen del beneficio de la Mediación gratuita tendrán que abonar su coste al 50%, salvo pacto en contrario.

3. Tanto los mediadores como la Institución de Mediación podrán exigir a los usuarios la provisión de fondos que estimen necesaria para atender el coste de la Mediación. Si los participantes o alguno de ellos no realizaran en plazo la provisión de fondos solicitada, el mediador o la Institución, podrán dar por concluida la Mediación. No obstante, si alguno de los solicitantes no hubiere realizado su provisión, el mediador o la Institución, antes de acordar la conclusión, lo comunicará a los demás interesados, por si tuvieren interés en suplirla dentro del plazo que hubiera sido fijado.

4. La DIGEMEDIACIÓN ofrecerá unos criterios orientativos de honorarios en el marco de la Directiva de Servicios y la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

5. Si hay personas que gozan del beneficio y otras que no, éstos deben abonar la parte proporcional del coste de la Mediación. 

6. Si se logra un acuerdo o se da por finalizada la Mediación sin llegar a un acuerdo, y algunas de las personas participantes gozan del derecho de gratuidad, no puede concederse de nuevo este derecho a los mismos beneficiarios de iniciarse otra Mediación con el mismo objeto del conflicto, cuando estas hayan impedido el desarrollo de la función de la persona mediadora o fueran las causantes de la imposibilidad de adopción del acuerdo propuesto, hasta que haya transcurrido el plazo de 3 meses.
7. Quienes hayan instado la Mediación, concluida con acuerdo o no, por razones ajenas a la voluntad de los participantes que han mostrado colaboración en la búsqueda de solución, tendrán que esperar por lo menos tres meses para volver a solicitar la Mediación gratuita. 

8. Cuando circunstancias sobrevenidas, advertidas por la DIGEMEDIACIÓN, aconsejen una nueva intervención sobre todo en los casos en que existan hijos menores, discapacitados o dependientes estos plazos podrán ser inferiores. El Reglamento determinará los casos que podrán ser considerados como circunstancias sobrevenidas. 

9. Cuando los usuarios asuman los costes del Procedimiento podrán solicitarla en cualquier momento. 

10. En los supuestos de gratuidad, la compensación económica de las personas y entidades mediadoras se establecerá reglamentariamente. 

9. Las personas interesadas en participar en un procedimiento de Mediación gratuita presentarán su solicitud conforme al modelo que ofrecerá la DIGEMEDIACIÓN. 

Artículo 35. Turno de Oficio de Mediación 

a)    Se crea el Turno de Oficio de Mediación para asistir a las personas que, reuniendo los requisitos económicos, así lo soliciten ante la DIGEMEDIACIÓN de le Región de Murcia. 

b)   A la persona mediadora que, cumpliendo los requisitos para ello, se inscriba en el turno de oficio, se le asignará un número de orden correlativo para cada una de las ciudades y municipios en las que figuren sus respectivos domicilios profesionales. Dicho número de orden se adjudicará en función del día y hora de recepción del expediente completo ante la DIGEMEDIACIÓN  de le Región de Murcia. 
c) Las mediaciones gratuitas serán asignadas a las personas mediadoras inscritas en el turno de oficio en función de su orden de inscripción y teniendo siempre en cuenta la menor distancia física entre la localidad del domicilio profesional de la persona mediadora y la localidad del domicilio de los solicitantes. 
d) En caso de que los solicitantes no residan en el mismo domicilio, se tendrá en cuenta a estos efectos el despacho profesional de la localidad más próxima al domicilio del interesado que elijan los interesados. Si estos no se ponen de acuerdo, la DIGEMEDIACIÓN de le Región de Murcia designará a los profesionales garantizando siempre mecanismos de transparencia e igualdad de oportunidad para los profesionales. Si los solicitantes de Mediación no estuvieran de acuerdo, se dejará sin efecto la designación dando por archivada la solicitud. 
CAPITULO V

ACUERDO DE MEDIACIÓN

Artículo 36. Materias Objeto de Mediación 

Las personas que decidan iniciar una Mediación deben determinar la extensión de las materias sobre las que pretenden llegar a un acuerdo con la ayuda de la persona mediadora. Sólo podrán buscar acuerdos en temas que sean disponibles para los participantes solicitando la homologación judicial para los casos que así lo requieran. 

Artículo 37. Formalización del Acuerdo 

1.    La persona mediadora debe redactar los acuerdos. Deben entregarse tantos ejemplares del escrito como sujetos interesados haya; uno de los ejemplares debe quedar en poder de la persona mediadora. 

 2.    Si los participantes llegan a algún acuerdo parcial, pueden formalizarlo en cualquier momento sin esperar la resolución de las demás cuestiones pendientes, siempre que sean divisibles jurídicamente. 

Artículo 38. De la Responsabilidad de las Personas Mediadoras

Las personas mediadoras inscritas en el Registro de Personas y Entidades mediadoras, que incumplan los deberes establecidos en ésta Ley, en cuanto que supongan actuaciones u omisiones constitutivas de infracción administrativa,  estarán sujetos al procedimiento previsto en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de enero, de Régimen Administrativo Común, y demás disposiciones aplicables. El desarrollo reglamento definirá las infracciones y sanciones contempladas. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 

Disposición final primera: En el plazo de 6 meses, desde la entrada en vigor de la Presente Ley, la Dirección General de Mediación redactará el Reglamento que la habrá de desarrollar.
Disposición Derogatoria: Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en presente Ley. 

Disposición Final: Entrada en Vigor 

Esta Ley entrará en vigor 

 

En Murcia, a ______ del 2017. 
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